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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Mónica Travieso. 


MIEMBROS: Señores Representantes Luis Alberto Ferrizo, Uberfil Hernández, Daniel Mañana, Jorge 
Patrone y Darío Pérez Brito. 


ASISTE: Señor Representante Sergio Botana. 


INVITADOS: Por el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, arquitecto Miguel Piperno, Presidente; 
contador Elbio Scarone, Vicepresidente y escribano Walter Morodo, 2do. Vicepresidente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- (Travieso). Habiendo número, está abierta la reunión. 
La Comisión da la bienvenida al señor Representante Botana, quien hará un planteamiento. 


SEÑOR BOTANA.- Agradezco enormemente a la Comisión el hecho de recibir este planteamiento en 
un día y a una hora tan especial, porque a pesar de que fuera del Parlamento se está viviendo una 
expectativa tremenda, aquí se está trabajando responsablemente. 


Este planteamiento está referido a la Villa Fraile Muerto, que está ubicada en el departamento de Cerro 
Largo, sobre la Ruta Nacional N* 7, a aproximadamente 360 kilómetros de la ciudad de Montevideo y a 40 
kilómetros de la ciudad de Melo. Fraile Muerto cuenta con todas las condiciones en cuanto a servicios 
públicos para ser ciudad, que es lo que queremos. Tiene servicios financieros, muy buena estructura en 
materia de salud y buena estructura en materia educativa; inclusive posee alguna oferta educativa inexistente 
en todo el departamento de Cerro Largo, como la Universidad del Trabajo local. Obviamente, cuenta con 
servicios municipales, policiales y demás servicios públicos imprescindibles para mantener la vida 
ciudadana; en la mayoría de los casos los tiene en el nivel de una ciudad y en algunos otros los servicios son 
acordes con el hecho de que en Fraile Muerto no se encuentra la Dirección Departamental, que está ubicada 
en la capital del departamento. 


¿Qué es lo importante de Fraile Muerto? Que esté en el centro de una zona que, sin duda, es la de mejor 
capacidad productiva del departamento de Cerro Largo, donde están las tierras más fértiles y el mejor riego. 
Además, se da la característica de que allí se encuentra la gente con mejor formación media de todo el 


departamento. Por esos motivos Fraile Muerto necesita tener el reconocimiento de ser elevada a la categoría 
de ciudad en momentos en que va a cumplir cien años desde su fundación. 


Quiero remarcar que además de que Fraile Muerto cuenta con toda la infraestructura y los servicios, es 
importante potenciar este centro de la producción en el departamento de Cerro Largo. Sin lugar a dudas, este 
es el centro neurálgico de una zona bien importante que ocupa más de un tercio del territorio de todo el 
departamento. 


Conozco el criterio de la Comisión en cuanto a fijar reglas claras para determinar si una población debe ser 
ascendida a la categoría de ciudad o no. Me parece que esa es una medida inteligente y necesaria, ya que en 
el país no pueden estar conviviendo con categoría de ciudad algunas poblaciones menores y sin ella algunas 
mayores. El problema que tenemos aquí es el de los tiempos parlamentarios. Este proyecto de fijación de 
criterios ya fue aprobado por la Comisión pero no por la Cámara de Representantes, por lo que necesitaría 
esa aprobación, pasar por la Comisión respectiva del Senado y sortear el filtro de la aprobación en la Cámara 
Alta. Entonces, nos encontramos con que vamos a tener un trámite sumamente demorado. El Uruguay hoy 
tiene prioridades fundamentales, mucho más grandes que los criterios de las categorías de las poblaciones. 
Estamos jugando toda una cuestión económica y social en el país, se está proponiendo un ordenamiento 
distinto de las políticas en las diferentes áreas de la vida nacional y, por lo tanto, en un período de cambios, 
probablemente este sea uno de los cambios menos trascendentes. De ahí el temor que tengo de que la 
categorización de Fraile Muerto como ciudad -que tarde o temprano, cuando se fijen los criterios, va a llegar- 
se haga después de que cumpla cien años. Sinceramente, me gustaría que cumpliera sus cien años de vida con 
la categoría de ciudad. 


Por lo tanto, voy a pedir a la Comisión que analice si los criterios que se están manejando -respecto de los 
que seguramente se llega a acuerdos- se aplican al caso de Fraile Muerto para categorizarla como ciudad. En 
el caso de que así fuera, pediría a la Comisión que se hiciera una suerte de anticipo de aplicación de criterios, 
a efectos de que Fraile Muerto sea considerada como ciudad. Este es el pedido que voy a dejar a la Comisión, 
para que no tengamos que pasar los cien años de este centro productivo, económico, social y educativo tan 
importante sin esa categorización que entiendo que es absolutamente merecida. 


Esto lo digo, además, con el cuidado que creo que debemos tener todos en cuanto a la categorización de las 
poblaciones. Veo que, a veces, en la práctica parlamentaria forzamos un poquito los criterios; para hacerle el 
honor a una población a veces caemos en el error de sobrecategorizarla o de ponerle algún nombre asociado a 
una calificación por determinada área de actividad de la zona, etcétera. Las segundas son calificaciones que 
vienen solas y las primeras son categorizaciones que hay que cuidar. De todos modos, aclaro que, en el caso 
concreto que estamos tratando, son de aplicación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recibimos su planteamiento y nos comprometemos a considerarlo y a 
trabajar en él. Lo mantendremos informado de lo que la Comisión resuelva. 


SEÑOR BOTANA.- Muchísimas gracias por haberme recibido. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Le agradecemos mucho su presencia en el día de hoy. 


(Se retira de Sala el señor Representante Botana) 


(Ingresa a Sala el Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay) 


La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente le da la bienvenida al Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay integrado por su Presidente, el arquitecto Miguel Piperno Margonnato; su 
Vicepresidente, el contador Elbio Scarone, y su segundo Vicepresidente, escribano Walter Morodo. 


Los hemos convocado a iniciativa de los Diputados del Partido Nacional integrantes de esta Comisión, por 
temas que se han venido planteando, como las políticas de desalojo que está llevando adelante el Banco 
Hipotecario del Uruguay y el pago de cuotas por parte de familias que han sufrido problemas de falta de 
trabajo. En ese sentido, existe inquietud en cuanto a lo que pasará con los futuros remates, si se va a aplicar el 
criterio del 26% de los ingresos del núcleo familiar para el pago de cuotas y también con respecto a los 
complejos Euskal Erría y América y a complejos de sociedades civiles. 


SEÑOR MAÑANA.- Agradezco la presencia del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay en esta 
Comisión. 


La señora Presidenta ha recreado las inquietudes que habíamos presentado en este ámbito. Concretamente, en 
la última visita de ustedes entendimos que el Banco, de acuerdo con su situación financiera, iba a intentar 
revertir su importante déficit y el alto índice de morosidad, pero algunas situaciones posteriores nos 
provocaron alguna preocupación -inclusive por algunos trascendidos de prensa-, en el entendido de que el 
Banco estaba haciendo frente a la situación de una manera que nosotros consideramos que pone en riesgo la 
vivienda de una gran cantidad de familias uruguayas. 


Concretamente, queremos saber cuál es el criterio del Banco con relación a los desalojos, a los deudores y a 
las posibilidades que estos tienen de revertir su situación de morosidad. 


SEÑOR PIPERNO.- La política que está practicando el Banco coincide con la que en su momento el 
Directorio había explicitado -inclusive a través de medios de prensa- en cuanto a la serie de opciones de 
que disponían los deudores morosos para reinsertarse en el circuito de pago que el Banco les ofrecía. 


Evidentemente, en muchos casos el nivel de morosidad es muy elevado y cuesta mucho revertirlo. No 
obstante, el Banco ha ofrecido a varios deudores soluciones que, en general, están siendo aceptadas. 
Evidentemente, queda gente que no ha aceptado porque ya tiene una morosidad de diez o doce años, durante 
los cuales no ha pagado una sola cuota. Inclusive, hay casos de gente que aparece mucho en televisión y que, 
en realidad, ha entrado en la vivienda en forma violenta, o sea que, de hecho, son intrusos. De todas formas, 
siempre hemos mantenido una política de diálogo, especialmente frente a los casos de los grandes conjuntos 
habitacionales. 


Tenemos una Comisión que funciona conjuntamente con FUCVAM para atender los problemas derivados de 
las cooperativas de propietarios que se aglutinen allí. Está integrada por tres funcionarios del Banco - 
Gerentes-, los delegados de FUCVAM y los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y de Economía y Finanzas. Hay que recordar los casos de cooperativas que están incluidas en el 
fideicomiso que adquirió el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Tenemos otra Comisión funcionando en conjunto con COVIPRO, una asociación de cooperativas y conjuntos 
habitacionales con la que en determinado momento tuvimos un cierto desencuentro, pero que ahora está 
trabajando otra vez con nosotros. Cada Comisión tiene cometidos distintos, porque cada uno de los 
problemas es diferente. Otra de las Comisiones funciona con el Euskal Erría CH70, cuyos principales 
problemas son, básicamente, dificultades en cuanto al pago de los gastos comunes debido a su volumen. 
Hasta ahora el Banco ha contribuido a solucionar ese problema, pero aspiramos a que esta contribución deje 
de serlo en el corto plazo para que los conjuntos habitacionales puedan manejarse autónomamente. Entre ayer 
y hoy se está constituyendo una Comisión con el conjunto habitacional CH77, Complejo América. Se podía 
haber instalado hace unos días, pero fue muy difícil hacerlo debido a que ese conjunto tiene la peculiaridad 
de que cuenta con dos Comisiones: una Comisión administradora y una Comisión de vecinos. Tratamos de 
juntarlas de forma de tener un único interlocutor, pero hasta ahora no ha sido posible. No obstante, 
integramos dos delegados de la Comisión de vecinos y dos de la Comisión administradora, conjuntamente 
con la gente del Banco. A raíz de una confusión que se produjo con la correspondencia del Banco, se tomó 
como que los delegados que ellos mencionaban eran de una misma Comisión, cuando en realidad se referían 
a dos, lo cual demoró unos días la posibilidad de integrarnos. 


Además de todas las entrevistas que el Banco ha mantenido a nivel individual con sociedades civiles y 
algunos conjuntos de cooperativas, está tratando de resolver los problemas en conjunto, a través de las 
asociaciones grupales, en la medida en que todas esas Comisiones han manifestado intenciones de contribuir 
a pagar los adeudos y permitir que el Banco gestione adecuadamente los préstamos que ha dado. Es más: 
contribuyen también a denunciar la morosidad y tratan de evitar que crezca. Asimismo, muchas veces 
denuncian posibles intrusiones violentas en los conjuntos habitacionales. 


Muchas veces se hace particular hincapié en la cantidad de remates y de desalojos. Si bien las cifras que 
tenemos son muy importantes, en forma indirecta constituyen un llamado de atención en cuanto a que la 
actitud del Banco consiste en tratar de recuperar los recursos prestados para poder atender los reclamos de la 


gente que está esperando un préstamo para adquirir una vivienda. De hecho, la mayoría de los casos no llega 
a ser ejecutado; luego, el escribano Morodo va a dar las cifras de desalojos. 


En lo que tiene que ver con los remates, la situación es muy variada. El 20% de los remates efectivamente 
realizados corresponde a deudores que, en general, llevan más de diez, quince y dieciséis años sin tener la 
menor voluntad de pago 


Asimismo, se dan otras variantes. Por ejemplo, se rematan viviendas vacías porque los titulares han fallecido 
o se encuentran en el exterior, porque abandonaron la vivienda y fue ocupada por intrusos o bien porque los 
propios titulares han solicitado el remate. 


También hay una situación que se está dando muy a menudo, que es el remate por tercería. Esto significa que 
el remate judicial se hace por deudas con otras instituciones, como empresas de tarjetas de crédito, otros 
bancos, etcétera. El Banco lo tiene que hacer porque, de lo contrario, pierde la propiedad que es garantía de 
su préstamo. 


En grandes líneas, esta es la situación actual. Evidentemente, hemos intentado de todas las formas posibles 
no llegar a casos extremos; cuando se ha llegado a esa decisión, ha sido por razones suficientemente 
importantes y que fueron adoptadas con total responsabilidad. 


SEÑOR MORODO.- Voy a complementar la información dada con algún dato general, dado que la 
información acerca de la cantidad de lanzamientos y de remates que trascendió en la prensa causó 
preocupación en todos los ámbitos. 


El señor Presidente se refirió a los remates. En el Banco funciona una Comisión de análisis que estudia cada 
situación, tanto en lo que tiene que ver con los remates como con los lanzamientos. Básicamente, en los casos 
de lanzamiento se realiza un estudio, no solo de la conducta del deudor, sino también de la situación 
socioeconómica del núcleo familiar y si está insertado o no en los complejos habitacionales. 


En lo que tiene que ver con cifras, podemos decir que en el mes de octubre de este año se fijaron 77 
lanzamientos en todos los complejos habitacionales; o sea que se trata del total de lanzamientos que proyectó 
el Banco. De estos 77, fueron efectivamente realizados un 29%; hubo acuerdo de pago y, por lo tanto, se 
suspendieron, en un 18% de los casos; hubo prórroga judicial en un 48% y se pasó a emergencia crítica a un 
5% de los deudores. 


¿Qué es emergencia crítica? Es el producto de un convenio que en 2004 realizaron el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario del Uruguay, que durante este año se 
está pensando actualizar. En virtud de este convenio, cuando se va a lanzar a un promitente comprador o a un 
arrendatario cuya promesa o arrendamiento se rescindió, si reúne determinadas características -el núcleo 
familiar gana menos de treinta unidades reajustables, tiene una conducta dentro del complejo que le permite 
insertarse, y no presenta otro tipo de problemas-, se lo pasa a emergencia crítica. Esto implica que el Banco 
Hipotecario suspende el lanzamiento y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente comienza a pagar al Banco media cuota y los gastos comunes durante cuatro meses, con 
posibilidad de prorrogar esta medida durante cuatro meses más. De esta manera, se trata de atenuar, y tal vez 
solucionar en el mediano plazo, el grave problema que acucia a esta gente. La emergencia crítica ampara a 
los promitentes compradores y a los arrendatarios; no ampara -por lo menos por ahora- a los intrusos, es 
decir, a aquellos que se introdujeron en la vivienda por diversas razones y mediante diferentes formas. 


Además, cabe agregar que el nivel de intrusión en los complejos habitacionales, particularmente, en el 
Complejo América, en el CH 77, en el Euskal Erría, en el CH 92 y en el CH 77, es altísimo; por lo tanto, la 
situación es preocupante. Esto ha motivado fuertes protestas de las Comisiones administradoras, que han 
llegado al Banco reclamando una política enérgica frente al problema de la intrusión. En general, también 
han reclamado una política más enérgica frente a la falta de pago de gastos comunes. Este tema también es 
grave. Hasta ahora el Banco no ha desalojado por falta de pago de gastos comunes, aunque puede hacerlo 
porque tiene todas las herramientas necesarias. Las Comisiones administradoras solicitan que se proceda al 
desalojo y a la rescisión del contrato, tal como está establecido en el compromiso de compraventa; es decir 
que el Banco tiene posibilidad de actuar en este sentido. Nosotros no lo hemos hecho porque somos 
conscientes de que esto va a generar una preocupación más grande que la que ya existe. Sin embargo, 


pensamos que también hay que ponerse en el lugar de las Comisiones administradoras, que nos plantean que 
los vecinos que pagan están haciendo un esfuerzo por los que no pagan y en muchos casos podrían hacerlo. 
Quiero trasmitir esta preocupación a la Comisión porque, a lo mejor, también recibe este tipo de planteos. 


SEÑOR PATRONE.- Quiero hacer al escribano Morodo una pregunta sobre la intrusión, que es uno de 
los problemas más importantes. 


Pienso que las Comisiones administradoras no deben aceptar el pago de gastos comunes por parte de 
intrusos, porque significaría reconocerles el estatus de ocupantes normales. Entonces, es como en una especie 
de círculo vicioso. Estoy de acuerdo con que hasta que no se tome una decisión para los intrusos en general, 
este va a ser un tema muy árido. 


Quisiera saber cuál es el porcentaje de intrusión en los complejos. 


SEÑOR MORODO.-- Básicamente, el problema de intrusión se da en cuatro complejos: en el Complejo 
América, en el CH 71, en Euskal Erría y en el CH 92. Podemos decir que en el Complejo América se da 
el nivel más alto, que alcanza el 30%. En los otros complejos el nivel es algo menor, pero no deja de ser 
preocupante; está en el entorno del 15% y del 18%. En general, este es el promedio de rescisiones de 
promesas y de arrendamientos en los complejos habitacionales de todo el país. 


Concretamente, debemos decir que en el Complejo América -que es motivo de preocupación; al respecto 
hemos recibido diferentes planteamientos en el Banco- se fijaron cuatro lanzamientos en el mes de octubre. 
Estamos hablando de un complejo que tiene 1.058 cuentas vigentes. De los cuatro lanzamientos, se realizó 
uno, correspondiente a una vivienda vacía que había sido abandonada por sus ocupantes. En dos de los casos 
hubo acuerdo de pago y, por lo tanto, se suspendió el lanzamiento, y en el restante hubo prórroga judicial. En 
el Complejo América, las cuentas vigentes son 1.058. No quiere decir que sean 1.058 viviendas. Hay tal 
morosidad que, en muchos casos, ya no se emite recibo; después de determinada cantidad de meses de atraso 
no se emite recibo. Los que están al día con el pago son 223, es decir, el 21%. El total de morosidad es de 
79%. De este porcentaje, hay algunos morosos con convenio, con distinto grado de cumplimiento, pero, por 
lo menos, no han perdido contacto con el Banco. Y hay 490 personas que no pagan absolutamente nada; es 
decir, no tienen cuentas vigentes, hace muchos años que no pagan y constituyen el 46% de los ocupantes. 


En lo que tiene que ver con la morosidad discriminada en cantidad de cuotas atrasadas, el esquema es el 
siguiente: de 2 a 6 cuotas, 8%; de 7 a 12 cuotas, 3%; de 13 a 100, 66% y más de 100, 1%. El total de la deuda 
es de casi $ 84:000.000, en lo que tiene que ver especificamente con atrasos. 


SEÑOR FERRIZO.- Recién se mencionaba que algunas cooperativas habían logrado convenios, no 
solo durante la gestión de este Directorio sino también del anterior, a través de los cuales se permitía a 
sus afiliados abonar la mitad de la cuota en lo que, si no me equivoco, se denomina folio 5. 


Según he conversado con estos cooperativistas, ellos están esperando una retasación de esas viviendas, con lo 
cual el valor bajaría y los pagos a cuenta compensarían esa baja, lo que nivelaría en un cierto tiempo la 
cantidad pagada con el verdadero valor de la vivienda. El Banco iba a lanzar la retasación, pero creo que 
hubo una marcha atrás, y me gustaría conocer los motivos. 


Además, deseo saber el grado de avance en las conversaciones con esas cooperativas. Según algunos 
funcionarios del Banco, estas cooperativas están alentando el pago en cuentas paralelas y no depositan en la 


institución. Esto es preocupante por los ahorros de la gente, aunque ellos tendrán que responder por el pago 
en otro lado, que no corresponde. Quiero saber qué va a hacer el Directorio ante esta situación. 


SEÑOR PIPERNO.- Seguramente, el señor Diputado se refiere a los conjuntos que están aglutinados 
en COVIPRO. 


SEÑOR FERRIZO.- Efectivamente. 


SEÑOR PIPERNO.- Desde ese punto de vista, queremos decir tres cosas. 


La primera es que se refiere a un convenio realizado por el Directorio anterior en el mes de noviembre de 
2003. Allí se establecía que por el plazo de un año se autorizaba a las cooperativas afiliadas a esa asociación 
el pago del 50% de la cuota. Además, paralelamente, se acordaba la creación de una Comisión mixta que iba 
a atender una serie de dificultades, básicamente referidas al monto de las cuotas y también a problemas 
constructivos que pudieran tener alguno de los complejos. Es importante destacar que COVIPRO aglutina a 
algunas cooperativas de propietarios y a algunos conjuntos habitacionales. 


Decía que la vigencia de ese convenio era de un año y, por lo tanto, en noviembre de 2004 perdió su validez. 


Cuando asumimos en abril de 2005, tuvimos varias reuniones con la gente de COVIPRO y nos pidieron que 
se siguiera con el convenio durante unos meses, sin fijar plazo, afirmando que estaba vigente, lo que en 
realidad no era así. Lo que sí reconocimos es que uno de los aspectos del convenio de 2003 era la formación 
de esa Comisión que el Directorio anterior no había creado. Por tanto, mantuvimos durante unos meses la 
vigencia del acuerdo del pago del 50% de la cuota y procedimos a empezar los trámites para designar la 
Comisión que trabajara complementando lo que el convenio pedía, de forma de decir que el Banco había 
cumplido con lo establecido en el acuerdo. 


Con respecto a la retasación, nosotros dijimos -y reiteramos también en esta Comisión- que ese es un tema 
que nunca hemos considerado. Entendemos que la retasación es una situación de falsedad frente a lo que ha 
sido el compromiso. Obviamente, después de un cierto período de tiempo, todo sufre un desgaste; sea lo que 
sea. Entonces, si uno toma el valor por el cual se adquirió una propiedad nueva, al cabo de cinco años, 
obviamente, la propiedad no vale lo mismo. Por tanto, otorgar retasaciones sería prácticamente hacer una 
donación de parte del patrimonio del Banco. Evidentemente, es imposible que esto se pueda realizar, a menos 
que haya una subvención. 


SEÑOR PATRONE.- Siempre se habla de retasación cuando los valores disminuyen. Pero, demos una 
rápida mirada a la ubicación de los conjuntos habitacionales como, por ejemplo, el del Parque 
Baroffio, el de la calle Brenda en Punta Gorda o el de Portones de Carrasco. Evidentemente, la 
construcción de estos conjuntos jerarquizó la zona, que hoy en día tiene un valor que supera 
largamente el que tenía antes. 


Entonces, cuando se habla de retasaciones, no solo se tiene que pensar en aquellas viviendas que 
disminuyeron su valor pues, ¿qué sucede con aquellas que aumentaron su valor? ¿El Banco tendría que 
cobrar el plus? Es un tema demasiado vidrioso y comparto la posición del Banco en cuanto a que la 
retasación no es un camino a seguir. 


SEÑOR PIPERNO.- De nuestra parte, nuestro Directorio, jamás tuvo ningún compromiso para 
retasar en ninguno de los casos. Para nosotros está muy claro que de ninguna manera podemos 
hipotecar el patrimonio que recibimos del Banco Hipotecario, regalando parte del mismo a través de 
retasaciones o actividades similares. De nuestra parte jamás se habló de retasación. Cada vez que 
algún interlocutor lo mencionó lo dijimos con total claridad, al igual que en las giras que realizamos 
por todas las capitales de departamento y sucursales del Banco. A tal punto fue así que prácticamente 
ya no se escucha ese vocablo dentro del ámbito del Banco Hipotecario. 


Tampoco por parte de COVIPRO se mencionó lo relativo a compensar ese 50% con una presunta retasación 
que llevaría la deuda a la mitad. Ese tema nunca fue siquiera planteado y hemos tenido unas cuantas 
reuniones con COVIPRO y hemos visto numerosas cartas en las que se expresan los requerimientos que tiene 
esa asociación. Podemos manifestar que a quienes venían a pagar el 50% de la cuota en el Banco se les decía: 
"Mire que ahora se está aceptando el 50% en función del acuerdo, pero el Banco no se lo regala; usted está 
debiendo ese 50%". Ante esta aclaración, muchos ya están pagando la cuota entera porque no se trataba de 
que no pudieran pagarla sino de que entendían que afiliándose a COVIPRO podían pagar solo el 50% y con 
eso estar al día. Es más: en determinados conjuntos de cierto nivel hemos visto un cartel en los ascensores 
que decía: "Afíliese a COVIPRO y pague el 50%". Se trata de una publicidad engañosa porque hace creer a 
la gente que por estar afiliada a COVIPRO puede pagar solo el 50% de la cuota. Esto lo aclaramos en forma 
expresa en las reuniones que mantenemos con COVIPRO. 


Por otro lado, en el caso de COVIPRO, el nivel de los deudores es muy irregular; algunas personas tienen 
necesidad de una asistencia adicional y otras están en muy buena posición. Con solo mirar los garajes de 
algunos conjuntos de COVIPRO uno nota que no se trata de casos de emergencia ni nada parecido. En esta 
Comisión en la que estamos trabajando con COVIPRO tratamos de separar el caso de quienes requieren 
asistencia del de quienes pueden pagar la cuota entera. 


SEÑOR SCARONE.- Quiero abundar en el tema de las retasaciones, que ya se manejó en Directorios 
anteriores. 


La posición que trasmitió el arquitecto Piperno es la que hemos asumido como Directorio, conscientes de que 
es la mejor forma de defender el patrimonio del Banco Hipotecario y de atender las expectativas de los 
futuros aspirantes a una vivienda a través de la institución. 


Hay que tener en cuenta, por un lado, un aspecto técnico -que los arquitectos conocen mejor que nadie-, que 
es la depreciación de una vivienda y, por otro, un aspecto comercial, al que se refería el señor Diputado 
Patrone. Muchas veces ocurre que en el período de amortización de una vivienda cambia la conformación de 
la ciudad, de las zonas comerciales y residenciales, lo que puede llevar a transformaciones importantes en el 
entorno de la vivienda. 


Pensamos que es de justicia hacer hincapié en que cuando una persona adquiere un compromiso, sabe que lo 
tiene que pagar en un plazo determinado. Inclusive, cuando se comprometió a ese pago por un valor 
determinado, aceptó ese valor -no le fue impuesto- y justificó ingresos para pagarlo. Es decir que de alguna 
forma adquirió un compromiso, no por el valor del bien que iba a adquirir sino por un valor monetario que 
justificó que podía pagar. Sin duda el valor de la vivienda influye de manera muy especial en cualquier 
familia, pero no debemos olvidar que se adquirió un préstamo y que éste tiene que ser pagado. 


A efectos de que entiendan la situación que atraviesa el Banco Hipotecario, el escribano Morodo señalaba 
que en el Complejo América la morosidad supera el 80%. Esta es una situación muy común en otros 
complejos habitacionales de ese tipo. La morosidad es sensiblemente menor en el caso de los deudores 
hipotecarios. De cualquier manera, estamos hablando de una morosidad promedio que supera el 50% en todo 
el Banco Hipotecario. Tenemos que considerar que en las instituciones hipotecarias del mundo, la morosidad 
oscila entre un 5% y un 10%. Es decir que el Banco Hipotecario tiene una morosidad entre cinco y diez veces 
mayor que la normal en una institución que se dedica a otorgar préstamos con garantía hipotecaria. Inclusive, 
en nuestro país, las instituciones financieras que realizan préstamo al consumo sin ningún tipo de garantía, 
tienen una morosidad del entorno del 10%. Creemos que esto es producto de una forma distinta de encarar la 
relación del tomador del préstamo respecto a la institución. El tema es que ha habido una situación 
promovida por anteriores autoridades en cuanto a no exigir el pago de estos adeudos y a no considerar que 
detrás de su recuperación estaban las expectativas de miles y miles de familias que siguen ahorrando en el 
Banco con la perspectiva de que se les otorgue un préstamo. 


En ese sentido, si bien estamos considerando y hemos articulado distinto tipo de normas que tienden a 
proteger aspectos sociales de la cartera social, creemos que es obligación de este Directorio con las familias 
que están esperando una vivienda, recuperar ingresos a partir de un cobro regular de las cuotas. 


También está planteada la posibilidad de mejorar esta situación mediante subsidios del Gobierno a través del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En el Presupuesto quinquenal -que ya 
fue considerado en esta Cámara- está previsto que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente obtenga 450.000 unidades reajustables anuales, por un período de veinte años, con destino a 
paliar situaciones angustiantes de muchas familias. 


Sin embargo, esta situación no va a implicar que estas familias dejen de pagar en forma permanente. Se va a 
implementar una situación intermedia, procurando que estas familias mantengan su vivienda y puedan 
reducir su cuota, de tal forma que una parte se cubra con los subsidios del Gobierno Central y otra parte corra 
por cuenta de la familia que está ocupando una vivienda. 


Apenas se apruebe el Presupuesto quinquenal, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente fijará los criterios que luego el Banco Hipotecario aplicará. Es decir que trabajaremos 
conjuntamente a efectos de analizar cómo, a partir del año 2006, empezamos a aplicar este sistema. 


SEÑOR FERRIZO.- ¿Ese subsidio del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente es continuación del previsto por el Directorio anterior? Me refiero al acuerdo alcanzado con 
los hogares que tuviesen ingresos menores a las 60 UR. ¿Se trata del mismo subsidio? 


SEÑOR SCARONE.- En realidad, el convenio que se estableció entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario en el año 2004, caducó. Se 
otorgaron aproximadamente 1.800 soluciones a familias de todo el país y había expectativa de 
incrementarlas en forma muy importante, pero las autoridades del actual Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente consideraron que esa solución no era la adecuada para 
destinar los saldos no utilizados del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, que se ubican en 
torno a 9:000.000 o 10:000.000 unidades reajustables. En el Presupuesto quinquenal está planteada 
una nueva forma de aplicar los saldos no utilizados de ese Fondo a partir de montos anuales de 450.000 
unidades reajustables, pero no para saldar las cuentas -como se hizo en octubre de 2004-, sino 
solamente para abatir la cuota y con el objetivo de que la familia mantenga su vivienda. 


SEÑOR PATRONE.- De acuerdo con lo que venía exponiendo el contador Scarone, quisiera realizar 
unas preguntas, siempre en el entendido de que si consideramos que el 73% de los asalariados de 
nuestro país percibe un ingreso nominal por debajo de $ 7.000, así como el 83% de los pasivos, 
evidentemente tenemos una situación muy crítica. En este marco creo que las políticas del Banco han 
tenido un cierto éxito en esa recuperación de la cartera de morosos, por lo que mi pregunta es si tienen 
cuantificado porcentualmente cuánto se ha podido recuperar -en este corto lapso-, o por lo menos, 
mitigar toda esta situación de crisis económica que, de alguna manera, también está repercutiendo en 
la vivienda y, obviamente, en el Banco. 


Otra pregunta tiene que ver con un aspecto más técnico. Tengo entendido que hay un índice de morosidad 
con relación al Banco Hipotecario, que lleva adelante el Banco Central. Quisiera saber si este valor del 50% 
de morosos que plantea el Banco corresponde al índice que nos da el Banco Central o si, a su vez, tenemos, 
en el día a día, un porcentaje mayor de asistencia de los deudores que, por lo menos, pagan su cuota mensual, 
aunque no recuperen deudas anteriores o entren en planes de refinanciación. 


SEÑOR SCARONE.- Nosotros nos encontramos con la siguiente situación. Durante décadas el Banco 
no aplicó una política constante de recuperación de sus créditos. Hubo empujes, pero muy puntuales y 
luego, por distintas causas, se interrumpieron, lo cual llevaba a los deudores -al constatar este hecho- a 
pensar en que había pasado ese temporal, después del cual la situación volvería a la normalidad, por lo 
que se podrían atrasar sin que ello tuviera algún tipo de repercusión. Por lo tanto, nosotros hemos 
tratado de aplicar una política constante en el sentido de plantear que la recuperación de los créditos es 
un elemento fundamental de la tarea del Banco Hipotecario, y que podemos adaptarnos a ciertas 
situaciones especiales como las que planteaban el arquitecto Piperno y el escribano Morodo, pero el eje 
es la recuperación de los créditos, ya sea de los promitentes compradores como de los deudores 
hipotecarios. Si bien íbamos a conceder facilidades en esa recuperación, si veíamos que las 
posibilidades que abríamos a los deudores o promitentes compradores no tenían una respuesta, íbamos 
a llegar a las instancias de rescisión de los compromisos o a los remates de las propiedades de los 
deudores hipotecarios. 


¿Cuál es la situación con la que nos enfrentamos? Evidentemente, la realidad del país en el año 2005 no es la 
misma, desde el punto de vista económico y social, que la del peor momento de la crisis, que fue en los años 
2001, 2002 y 2003. Afortunadamente para todos, el país empezó a recuperarse y eso ha redundado en dos 
aspectos importantes: en la mayor cantidad de gente que trabaja y en la recuperación de las remuneraciones 
reales de los trabajadores y de todas las personas que acceden a un trabajo. A pesar de que todavía tenemos 
una tasa de desocupación relativamente alta y de que esta no alcanzó los niveles previos a la crisis en materia 
de salario real, igual la situación es mejor que la que padecíamos, fundamentalmente en el año 2002. 


Pero esta situación de mejoría, tanto de la masa de ingresos -porque hay más gente que accede al trabajo-, 
como del ingreso real de la gente, tal vez impide, en muchos casos, contemplar una cuota normal del Banco 
Hipotecario, tal como fue originalmente prevista. De alguna forma las familias, con el correr de los años, 
adaptaron su canasta de consumo sin contemplar el pago de la cuota del Banco Hipotecario. Por lo tanto, a 
pesar de que han mejorado su situación -desde el 2002 a la fecha-, en muchos casos todavía no pueden pagar 


la totalidad de la cuota. Por tanto, nosotros hemos establecido procedimientos que hacen que cuando esta 
situación se constata, haya pagos parciales de las cuotas. Este es un mecanismo que, desde el punto de vista 
del Banco, implica una mejora respecto a la anterior, en la que no estaban pagando nada, pero para los 
indicadores que tiene el Banco Central y el Ministerio de Economía y Finanzas, esa persona es un deudor 
moroso, porque no está pagando puntualmente sus obligaciones. 


Pensamos que con el correr de los meses vamos a ir mejorando esta situación porque, en primer lugar, vamos 
a tener mayor información respecto a quién puede pagar y quién no. En segundo término, vamos a desalentar 
a aquellos promitentes compradores o deudores que están especulando con que la política del Banco va a 
cambiar y va a permitir nuevamente la permisividad con la cual se convivía en el período anterior, y también 
vamos a tener subsidios que van a permitir una mejor situación por parte de muchas familias. 


Entonces, la situación está cambiando, no tenemos resultados espectaculares ni mucho menos, pero pensamos 
que este esfuerzo para cambiar puede llevar meses o tal vez años. Además, no solamente tenemos que 
cambiar la mentalidad de los clientes del Banco sino también la de los funcionarios. Ellos vivían una 
situación absolutamente irreal, y pensaban que el Banco estaba bien porque había dinero, producto de los 
depósitos de las familias que ahorraban con destino a vivienda en caja de ahorro o bien, en el período anterior 
-previo al año 2002-, depositaban allí a plazo fijo porque, inclusive, el Banco Hipotecario competía con el 
Banco de la República y pagaba mejores tasas. Por lo tanto, había dinero, pero no era producto de la gestión, 
de lo que tiene que ganar un Banco, que es el diferencial entre las tasas activas que cobra y las tasas pasivas 
que paga -que es el verdadero negocio de un Banco, además de los servicios que presta-, sino del 
endeudamiento que se tenía. Cuando esa situación se revierte en el año 2002 y la gente que es acreedora del 
Banco, por ser depositante, empieza a reclamar sus depósitos, comienza a desnudarse la situación de 
fragilidad que tiene el Banco Hipotecario. Pensamos que en muchísimos casos esa realidad no fue asimilada 
por los funcionarios y también es parte del objetivo de este Directorio trasmitir cuál es la situación del Banco, 
que es frágil. Si bien fue apoyado por el Gobierno Central y pudo no quebrar, se encuentra con un 
endeudamiento muy importante, fundamentalmente con el Banco República, con el cual tiene compromisos 
que van hasta el año 2017, además de otros con el Ministerio de Economía y Finanzas. Entonces, estamos 
sentando las bases de una nueva forma de trabajo, que tiene vinculación con políticas internas y con la 
transmisión de señales muy claras a los clientes de cómo va a actuar el Banco en el futuro. 


SEÑOR MAÑANA.- Voy a formular algunas preguntas, en primer término, en cuanto a las exigencias 
del Banco con relación a los cobros. 


Estamos hablando de que se puede afectar un 26% del ingreso familiar. Revisando la versión taquigráfica de 
la última visita que ustedes hicieron a la Comisión, advertí que una de las preguntas que formulé no fue 
contestada; tiene que ver con que, según tengo entendido, además de aplicar el porcentaje mencionado, a 
algunos morosos se les está exigiendo un monto determinado para convenir la deuda. 


Por otra parte, el señor Diputado Patrone recién preguntaba sobre los resultados de la gestión del Banco, y 
quisiera que el contador Scarone me dijera si hay alguna evaluación que nos permita saber si esta situación se 
puede revertir a corto, mediano o largo plazo. 


Además, quisiera saber si hay planes determinados de regularización del Banco o si estos se plantean de 
acuerdo con problemáticas individuales. 


¿Qué criterios utiliza el Banco para reajustar la cuota? Lo pregunto porque hemos recibido la preocupación 
de algunos vecinos que, aparentemente, han convenido por seis meses para demostrar su capacidad de pago y 
tienen incertidumbre en cuanto a cuál será la cuota posterior que fijará el Banco. 


SEÑOR MORODO.- Voy a contestar la primera pregunta, relativa a la exigencia del cobro del 26%, 
que se liga con la última, que tienen que ver con las entregas a cuenta por seis meses. 


Ante la situación de dificultad de pago -no hablemos de morosidad-, el Banco recibe a la gente -ojalá fuera 
mucha más; hay personas que no van por temor, etcétera- y le plantea diversas alternativas. La primera es que 
inmediatamente comience a hacer entregas a cuenta, durante seis meses, que equivalen aproximadamente al 
50% de la cuota. Luego, cabe la posibilidad -en forma excepcional y fundada- de que las entregas a cuenta se 
le prorroguen por seis meses más. Después del plazo de seis meses y de la eventual prórroga, se abre un 


abanico de posibilidades. La primera es la refinanciación, que implica que la persona debe comprobar que sus 
ingresos han variado a la baja y que no puede pagar la cuota; en ese punto empieza a jugar el 26%. Cuando la 
persona presenta los ingresos de su núcleo familiar y acredita que descendieron, el Banco no puede fijarle 
una cuota de refinanciación mayor al 26%. 


Esto implica que los plazos se alarguen, lo que es bastante resistido por las personas. Quiere decir que lo que 
plantea dificultades no es tanto el monto de la nueva cuota de refinanciación, sino la extensión de los plazos. 
Además, hay que tener en cuenta que se agregan intereses que, naturalmente, alargan los plazos y agrandan el 
saldo final. 


De modo que a la pregunta que hacía el señor Diputado Mañana en cuanto al 26%, puedo contestar que ese 
porcentaje rige estrictamente cuando la persona refinancia; así lo establece una norma legal. 


En cuanto a las entregas a cuenta diré que, en principio, son por seis meses y, eventualmente, por seis meses 
más. El 50% restante de la cuota, que no fue entregado, pasa como colgamento, sin intereses, para el final. 
Quiere decir que estamos creando un colgamento. 


En lo que tiene que ver con las exigencias a los morosos para convenir, puedo afirmar que dependen del 
estado de situación de morosidad. Si hablamos de deudores hipotecarios que ya tienen fecha de remate, deben 
consignar el 20% del monto de la mora, es decir, de lo que dejaron de pagar; luego hacen un convenio para 
comenzar pagando seis cuotas al principio y después pasar a una cuota real. 


En cuanto a los promitentes compradores o arrendatarios que son desalojados, la exigencia del pago se 
plantea cuando la promesa ya se rescindió. Nos manejamos así, fundamentalmente, porque muchas veces las 
personas se dejan estar, no atienden las intimaciones. Por eso el Banco rescinde y, cuando lo hace, 
administrativamente pasa a la vía judicial para hacerse del bien, para proceder al desapoderamiento del bien. 
En esa etapa posterior a la rescisión y cuando se está en vías de ejecución es que a esa persona se le exige un 
20% de lo adeudado. Si la persona va antes, el sistema no opera así, sino que directamente hace un convenio 
de entrega a cuenta o una refinanciación, y todo lo que dejó de pagar se le pasa como colgamento para el 
final. 


Es cierto que tanto en remates como en desalojos, si los plazos se alargan y ya se está en la etapa ejecutiva, se 
exige un 20% exclusivamente de lo adeudado, de lo que la persona dejó de pagar durante el período de 
incumplimiento. 


SEÑOR SCARONE.- Creo que, en términos generales, el señor Diputado nos pregunta acerca de la 
política del actual Directorio respecto a rescisión de compromisos y remates de vivienda por no 
cumplimiento de los deudores. 


A efectos de que los señores Diputados manejen grandes cifras diré que el Banco tiene aproximadamente 
70.000 deudores hipotecarios y unos 33.000 préstamos a través de la forma de compromiso de compraventa. 
Manejando valores muy bajos de morosidad -del entorno del 40%- podemos pensar que tenemos algo más de 
20.000 deudores hipotecarios que hace mucho tiempo que no pagan y entre 12.000 y 15.000 promitentes 
compradores. O sea que, en grandes números, estamos hablando de alrededor de 35.000 situaciones pasibles 
de que el Banco Hipotecario recuperara esas viviendas. 


Si quisiéramos actuar sobre estas 35.000 situaciones, en cuatro años estaríamos hablando de atender 8.000 
por año; si habláramos de meses, la cantidad también sería impresionante. Por eso estamos actuando con 
suma cautela respecto de todas las situaciones ante las que podríamos intervenir a efectos de recuperar 
viviendas, porque pensamos que esa no es la solución. Esa es una solución absolutamente extrema que 
muchas veces se plantea, inclusive, por los propios vecinos de un complejo habitacional, porque alguna 
persona les debe gastos comunes y eso es un descrédito para el complejo; porque hace ostentación de no pago 
ante otros deudores hipotecarios, generando una cadena de no pago, etcétera. 


La cantidad de viviendas que estamos recuperando a través de rescisiones o de remates es absolutamente 
ínfima en comparación con el grado de morosidad que tenemos. Somos conscientes de que el negocio del 
Banco no es rematar; el negocio del Banco es cobrar. Lo que hacemos es tener esta última posibilidad para 
desalentar actitudes especulativas de aquella gente que puede pagar 


SEÑOR MAÑANA.- ¿Ustedes consideran que el Banco corre riesgo en cuanto a su supervivencia? 


SEÑOR PIPERNO.- En estos momentos, a nivel del Banco Hipotecario del Uruguay está funcionando 
una comisión integrada por los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
de Economía y Finanzas y el propio Banco Hipotecario del Uruguay que, con el apoyo de un grupo de 
economistas, está planteando diferentes escenarios de lo que puede ser la perspectiva del Banco ya no a 
uno o a dos años, sino a más largo plazo. 


Estamos un poco expectantes del resultado de las evaluaciones que hagan los economistas, pero me atrevería 
a decir que hoy en día no tenemos una perspectiva muy precisa de cuál será el futuro del Banco a largo plazo. 
Desde nuestro punto de vista, en el mediano plazo el Banco no correrá riesgos. Habría que ver qué sucederá 
más allá de eso, porque el Banco ya tiene instrumentada una serie de medidas que contribuirán a darle más 
liquidez, más solvencia; inclusive existe la posibilidad de que en el correr del año que viene comience a 
otorgar préstamos. 


Si el Banco comienza a trabajar significa que, sin duda, la perspectiva mejorará. No obstante, todo esto ha 
sido una evaluación que no supera el período para el cual fuimos designados. En definitiva, no podemos 
contestar la pregunta relativa al largo plazo. Reitero que estamos a la expectativa de ese trabajo que se está 
haciendo; seguramente, antes de fin de año habrá una propuesta al respecto. 


SEÑOR MAÑANA.- Quedó una pregunta sin contestar con relación a los reajustes. 


SEÑOR MORODO.- El reajuste de las cuotas normales se rige por la unidad reajustable creada por la 
ley de viviendas del año 1968, que tiene como parámetro el índice medio de salarios. Nosotros 
reajustamos las cuotas en forma semestral, y por lo tanto, nos regimos estadísticamente por el valor de 
la unidad reajustable. En cuanto a la diferencia entre las entregas a cuenta y la cuota real, cambia al 
refinanciar. 


SEÑOR SCARONE.- El tema es así: frecuentemente escuchamos -imagino que ustedes también, como 
legisladores de esta Comisión- que los deudores o los promitentes compradores plantean que pasan 
muchos años y siguen debiendo aproximadamente la misma cantidad de unidades reajustables que al 
comienzo. 


Sin entrar en disquisiciones técnicas, voy a explicar el concepto de interés asociado al capital que el Banco 
presta. El Banco, si actúa correctamente, tiene que vivir de la tasa de interés que cobra por los préstamos que 
concede, y esta tiene mucha mayor importancia en el total de los pagos, en la medida en que el plazo se 
alarga. Por ejemplo, si una persona saca $ 100 de préstamo y lo paga al mes, paga $ 104 0 $ 105, osea, $ 4o 
$ 5 de interés. Si saca $ 100 a un año, probablemente termine pagando $ 140 o $ 150, es decir que los 
intereses son el 40% o el 50% del capital que se le prestó. Y si saca un préstamo a 25 años, el capital 
solicitado pasa a ser una ínfima parte respecto a los intereses que va a pagar. 


Esta situación lleva a que la gente -que, además, se maneja con el concepto de valores inmobiliarios en 
dólares- compare el valor de su vivienda en dólares con lo que está pagando y lo que ya pagó en unidades 
reajustables. Todo esto hace que la persona confunda la situación en la cual se comprometió. Cada persona se 
compromete a abonar unidades reajustables que se rigen por la evolución de los salarios. 


Pensamos que esa fue una buena solución que dio el legislador hace muchos años, en el sentido de que la 
capacidad adquisitiva de una persona está vinculada con su salario; por lo tanto, si su salario sube en 
términos nominales, suben los pagos nominales por el préstamo. No tiene nada que ver cuánto paga de 
intereses y cuánto de capital, porque esto depende del tiempo que dure un préstamo, y si tiene refinanciación, 
es mucho más todavía. Por supuesto que tampoco tiene nada que ver la comparación con la moneda 
extranjera, con dólares, porque depende del momento en el que se realiza la comparación. 


Estas son preguntas con las que permanentemente nos están bombardeando; por eso creemos que siempre es 
conveniente plantear este tipo de temas que están en la base del sistema de funcionamiento del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


SEÑOR FERRIZO.- Con relación a la viabilidad del Banco, he escuchado que se pretende la 
securitización de la cartera. ¿Es correcto ese procedimiento? 


SEÑOR SCARONE.- Sí. 


SEÑOR FERRIZO.- No sé hasta qué punto será conveniente para el Banco porque si bien obtendría 
dinero rápido y fresco para soluciones a corto plazo, seguramente se venderá la cartera de aquellos 
deudores buenos; al comprarla también se descontaría una cierta parte que el Banco perdería, 
quedando este con una cartera de morosos a los que no tiene perspectivas de cobrar. 


¿Qué piensa el Banco acerca de este plan de venta de carteras, siendo que su política es poder sobrevivir más 
adelante en base a esto y sabiendo que se beneficia -como se dijo- con los préstamos y financiamientos para 
viviendas? 


SEÑOR SCARONE.- En el Directorio hemos adoptado una serie de medidas que, en muchos casos, son 
una complementación, una continuación, de medidas tomadas por Directorios anteriores. Queremos 
ser muy claros en el sentido de que si bien tenemos una forma de trabajo que en algunos aspectos 
difiere significativamente de Directorios anteriores, en otros estamos implementando medidas que 
otros Directorios habían comenzado 


Concretamente, me voy a referir a dos de las medidas que estamos llevando adelante y que pensamos que son 
absolutamente esenciales para el futuro del Banco, no para los próximos cuatro años, en que eventualmente 
estaremos como Directores, sino para un futuro a más largo plazo. Una de ellas es la reingeniería de los 
procedimientos de trabajo del Banco a través de la implantación de un sistema integral de gestión bancaria 
que reformulará todo el tratamiento de la información que el Banco posee, que en estos momentos es muy 
precaria. 


Voy a decir dos palabras con respecto a este tema que, probablemente, ya comentamos en anteriores 
reuniones con ustedes. El Banco había iniciado con el Directorio anterior un llamado a licitación para 
adquirir un sistema integral de gestión bancaria, al cual se presentaron varias empresas, pero todavía no 
existía un fallo. Cuando nosotros nos incorporamos a fines de marzo, analizamos la situación y decidimos 
que era un proyecto muy importante para el Banco, por lo que resolvimos continuar ese proceso y 
adjudicamos la licitación a una empresa. Esto implica la realización de un trabajo durante un período de ocho 
meses -está a punto de comenzat- que significará un cambio absolutamente fundamental en el 
funcionamiento del Banco. 


Hoy el Banco, como institución financiera que es, necesita un sistema de información fehaciente y en tiempo 
real. Esos elementos no los posee, por lo cual muchas de las solicitudes de información no podemos 
atenderlas como quisiéramos. Actualmente, nuestros sistemas son muy lentos y a veces hay que recurrir a 
medios manuales que muchas veces no coinciden. Este es un elemento fundamental que nos va a permitir 
trabajar mucho más eficientemente en un futuro cercano. Pensamos que será a fines del año 2006. 


El segundo elemento importante que ya estuvo planteado en períodos anteriores es el de la securitización de 
activos. ¿Qué significa esto? Pensemos en una empresa comercial que vende electrodomésticos, por ejemplo, 
y recibe como pago vales o cheques diferidos. Si esa cartera de documentos se vende, se obtiene dinero en 
efectivo que permite agilizar el funcionamiento normal de la empresa. Eso es lo que está planteado para el 
Banco Hipotecario del Uruguay, y es una práctica absolutamente normal de todos los Bancos Hipotecarios 
del mundo, que colocan préstamos y luego, si lo necesitan, venden parte de la cartera para lograr efectivo, 
aceitar la máquina y seguir trabajando con nuevos préstamos. 


Esta va a ser la primera securitización del Banco Hipotecario. La pensábamos hacer a fines de este año, pero 
por problemas con algunas licitaciones se va a realizar en marzo o abril del año próximo. Se van a securitizar 
aproximadamente 5.000 clientes de los 70.000 deudores hipotecarios que tiene el Banco. Estamos 
seleccionando a deudores que tengan una conducta de pago buena o muy buena, de tal forma que el precio 
que esté dispuesto a pagar el inversor sea el adecuado y no tenga implícito un castigo por una cartera mala, lo 
que sería inevitable si ofrecemos un conjunto de deudores que tienen un cumplimiento muy irregular. 


Estamos analizando esta situación con mucho detenimiento porque es la primera experiencia, pero pensamos 
que tendrá un efecto muy importante para el Banco Hipotecario del Uruguay en cuanto a obtención de 
recursos. Como agente financiero que es, trabajando en un sector de finanzas y mercado de capitales que es 
muy importante también para la plaza uruguaya, tendría un documento como los de otros organismos 
públicos que permitiría agilizar el mercado de capitales y los mercados secundarios a partir de las bolsas de 
valores. 


Sin duda, esta securitización va a traer aparejada una nueva forma de trabajo del Banco, pero pensamos que 
no va a implicar un riesgo para su perspectiva futura. Lo que sí es complejo para el Banco -a lo que se refería 
el señor Piperno- es el arrastre de la situación del año 2002, que actualmente implica un endeudamiento muy 
gravoso para la institución con el Banco de la República Oriental del Uruguay de alrededor de 

US$ 500:000.000. En ese sentido, hay un compromiso de pago hasta el año 2017. El monto va a ir creciendo 
en cuanto a las amortizaciones, y está planteado como un elemento complejo no solo para el Banco 
Hipotecario del Uruguay sino para el Gobierno, que se ha comprometido con las autoridades del Fondo 
Monetario Internacional a que el Ministerio de Economía y Finanzas, como dueño del Banco Hipotecario, se 
hará cargo de las cuotas al Banco de la República si no se puede cumplir con los pagos de las amortizaciones. 


SEÑOR FERRIZO.- Entiendo los motivos por los cuales se pretende la venta de la cartera. El tema es 
que el objetivo del Banco es tratar de que la gente tenga su vivienda, y para eso fue creado. Ahora 
5.000 familias pasarían a pertenecer a otro dueño, que sería un agente financiero, una cooperativa o 
una sociedad anónima -no sé qué forma jurídica se va a adoptar- que impondrá reglas que de pronto 
concluirán con más desalojos, porque todos sabemos cómo obran los privados. Quizá no haya mucha 
"transa" en la parte de financiamiento, y la situación familiar puede cambiar. 


Considero que el Banco cometería un error, porque podría afectar a ciertas familias que, si son buenos 
clientes, podría mantenerlas. En el caso de llegar a una situación financiera mala, cabría la posibilidad de 
estudiar caso a caso para refinanciar y mantener al cliente. En cambio, si caemos en un agente privado, por 
cumplir ciertas metas perderíamos la visión de lo que es el Banco como instrumento de fomento de la 
vivienda. 


SEÑOR PIPERNO.- Quiero hacer dos precisiones. 


En primer término, el porcentaje a securitizar es el 6% o el 7% de lo que se considera una cartera comercial 
buena. Esto no afectaría mayormente el flujo de recursos que se recibe de las amortizaciones. Además, el 
dinero que se obtendría por la securitización nos habilitaría a tener nuevos deudores, y esta vez las reglas no 
serían las mismas que se plantearon en forma un tanto aventurera en el pasado. Esto recompondría la propia 
cartera, con la ventaja de que incorporaríamos 4.000 o 5.000 nuevos clientes que estarían en condiciones de 
mejorar su vivienda o de comprar una nueva vivienda. 


Estamos, si se quiere, como si hubiéramos cobrado cheques diferidos. Si los vendemos no vamos a recibir lo 
mismo que si hubiéramos esperado los plazos de vencimiento. Al mismo tiempo, eso nos da dinero para 
seguir trabajando. Este es uno de los aspectos que al Banco le interesan: mover la quietud actual de los 
préstamos, adquirir nuevos clientes y resolver los problemas de vivienda de un grupo importante, 
fundamentalmente de ahorristas que el Banco tiene en lista de espera. 


Me parece que ambos aspectos son aclaratorios. Se trata de decisiones que a veces son un poco difíciles de 
tomar, pero balanceando los pro y los contra nos inclinamos firmemente por esta. Además, el Ministerio de 
Economía y Finanzas también entendió que era una buena solución para el Banco. 


SEÑOR MORODO.- Voy a complementar lo que dijo el señor Piperno. Comprendo la inquietud del 
señor Diputado, que es lo mismo que se plantea la gente. Me refiero a que va a haber quienes pasen a 
manos de un inversionista, que no tiene los mismos parámetros que el Banco en el momento de juzgar 
un incumplimiento. No se puede afirmar, pero seguramente el Banco va a continuar administrando la 
cartera con sus propios criterios. Además, la cartera securitizada no le trasmite al inversor las 
potestades de ejecución que tiene el Banco, que son rápidas y extrajudiciales. 


El inversor que adquiera carteras ante un eventual incumplimiento va a tener que iniciar un proceso judicial 
que, por largo y complicado, desestimulará una ejecución rápida. Esta medida siempre produce un efecto 
contrario: estimula a llegar a un arreglo con los deudores, tal como sucede en la actividad privada. 
Obviamente, en la actividad privada existe un nivel de morosidad menos pronunciado que en el ámbito 
público y en el Banco Hipotecario. Sin embargo, debemos tener en cuenta de qué carteras estamos hablando. 
Nosotros nos referimos a una cartera comercial cuya morosidad es inferior a la de la cartera social. 
Precisamente, vamos a securitizar la cartera comercial. 


SEÑOR FERRIZO.- ¿Se va a cobrar en unidades reajustables o en dólares? ¿Se va a seguir el mismo 
parámetro de cobro de la cuota o se hará en moneda extranjera, de acuerdo con lo que fije el nuevo 
grupo inversor? 


SEÑOR SCARONE.- En este momento estamos recorriendo todas las etapas de implementación del 
sistema de securitización 


En las últimas semanas el Banco Hipotecario llamó a licitación para establecer los procedimientos de 
administración de la cartera. ¿Cuál es el objetivo que persigue el Banco? Si bien va a vender parte de su 
cartera, tiene aspiraciones legítimas de ser la institución que la administre luego de vendida. Para poder 
realizar este trabajo, el Banco va a contar con una unidad ejecutora de esa administración, con 
procedimientos para administrarla y con un sistema informático que le permita cumplir esa función con 
independencia de su trabajo normal. Rápidamente debemos establecer la implementación de todo este 
sistema de administración. 


Asimismo, dentro de algunas semanas vamos a hacer el llamado a un agente financiero, que será el encargado 
de armar el negocio financiero; será el responsable de establecer cuáles son las características en términos de 
montos, de monedas y de tasas de interés en las que se puede ofrecer este tipo de operativa. 


La base de todo esto es la siguiente: el inversor va a adquirir el derecho a percibir una cierta rentabilidad, 
probablemente, en unidades indexadas, pero los deudores van a seguir en las monedas en las que están sus 
deudas. Si el Banco logra superar el monto, se va a quedar con un plus. Asimismo, al inversor se le va a 
asegurar una cierta rentabilidad en función de esa cartera. Por lo tanto, no van a cambiar las condiciones de 
los deudores que sean incorporados en esa securitización. 


SEÑOR FERRIZO.- ¿Podríamos conocer el monto que perdería el Banco y cuánto cobraría el agente 
financiero por armar la cartera? 


SEÑOR SCARONE.- Como decíamos, todavía no hemos llamado a la empresa que va a ser el agente 
financiero del negocio y va a definir los parámetros. 


Omití mencionar que va a haber una empresa calificadora de riesgos que va a analizar el conjunto del 
negocio; no solamente va a estudiar las características de las cinco mil carpetas que se ofrecen sino también 
la seguridad que ofrece el Banco Hipotecario como administrador de la cartera. Todos estos elementos van a 
permitir hacer un planteo al futuro inversor a los efectos de obtener una tasa de interés más baja por esta 
colocación. 


Lo que vamos a hacer es ir al mercado para que éste defina qué tasa aspira por el producto que va a obtener. 
En consecuencia, presentamos las mejores condiciones desde el punto de vista del producto que se ofrece, del 
plazo de pago de la deuda, de la unidad, del sistema de administración que ofrecemos, de la unidad que lo va 
a realizar, etcétera, a los efectos de que la tasa sea la adecuada para el Banco. 


Hemos tomado contacto con distinto tipo de instituciones, fundamentalmente con República AFAP, que se ha 
mostrado muy interesada en el proyecto. Pensamos que por las características del producto que estamos 
ofreciendo, que es a mediano plazo -estamos hablando de entre cinco y diez años- y en unidades indexadas, 
los principales inversores de esta operación van a ser las AFAP. 


SEÑOR FERRIZO.- Debe entenderse la preocupación que uno tiene como representante de la gente 
con respecto a este tema. 


Lo que me llama más la atención de esta idea de securitizar la cartera es que Directores anteriores habían 
presentado un proyecto en ese sentido y el Partido que hoy es Gobierno lo rechazó. Entonces, ¿qué es lo que 
hoy hace que se presente una iniciativa en este sentido cuando en su momento existió oposición? 


Mi preocupación como Representante de mi Partido es saber cuál fue el móvil que hizo resurgir este 
proyecto, que en su momento fue rechazado. 


SEÑOR SCARONE.- Como Directorio evaluamos que el Banco tenía que retomar rápidamente la 
función para la que fue creado, es decir, otorgar préstamos; salvo para propiedades del Banco, la 
institución no cumple con esta función desde el año 2004. 


En ese sentido, analizamos las posibilidades que teníamos de lograr la disponibilidad necesaria para conceder 
estos préstamos a través del flujo normal de ingresos proveniente del cobro de cuotas, con el plus de la 
gestión que estamos realizando con respecto a la morosidad. Como nos dimos cuenta de que iba a ser muy 
difícil concretar esto en un tiempo razonable, decidimos que la mejor forma de ser coherentes con el objetivo 
del Banco era aplicar el procedimiento de la securitización. 


Como decíamos, la situación económica del Banco va a mejorar en los próximos años; ustedes lo podrán 
apreciar a partir de la publicación de los balances. Este año vamos a obtener utilidades; los activos se están 
valorizando mucho más que los pasivos. Sin embargo, tenemos dos problemas claves: la disponibilidad 
necesaria para retomar el flujo de préstamos y el endeudamiento. Estamos abocados a solucionarlos y 
pensamos que la securitización es fundamental para lograr ambos aspectos. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Quiero aclarar que mi intención no es aludir al señor Diputado Ferrizo sino 
dar una explicación menos técnica que la del contador Scarone con respecto a este tema. 


En la Legislatura pasada, los integrantes de la Comisión y del Directorio del Banco Hipotecario tratamos de 
buscar una salida para este problema, pero el procedimiento que se proponía carecía de todas las garantías 
que se están dando en este momento y aumentaba la cantidad de deudores. 


El proyecto del actual Directorio tiene una notoria diferencia con el presentado por el Gobierno de coalición 
en la Legislatura pasada; nos preocuparemos por hacérselo llegar al señor Diputado. 


SEÑOR MORODO.- Por los elementos sobre los que tomamos conocimiento dentro del Banco cuando 
encaramos esta etapa, naturalmente, estudiamos antecedentes, así como el fideicomiso que se hizo en el 
año 2004 de parte de la cartera social de las cooperativas hacia el Ministerio de Economía y Finanzas. 
A su vez, leímos los anteproyectos de secutirización que hicieron anteriores Directorios y eran 
sustancialmente diferentes a este en cuanto -como bien decía el señor Diputado- a las garantías hacia 
los inversores. Examinamos que las garantías no eran suficientes; no se calificaba los riesgos, con lo 
cual la securitización estaba condenada de antemano a fracasar. El otro aspecto -también mencionado 
por el señor Diputado Pérez Brito- era el relativo a la cantidad; el volumen era sustancialmente más 
alto y prácticamente abarcaba el 50% o más de la cartera comercial. Con ello, si bien el instrumento es 
el mismo, los proyectos eran diferentes. 


SEÑOR MAÑANA.- ¿Van a considerar la UR como unidad de ahorro y crédito? 
SEÑOR PIPERNO.- Sí. 


SEÑOR MAÑANA.- Con respecto a las personas y las familias que se desalojan, ¿antes de llegar a este 
extremo se tiene alguna consideración sobre su condición social, es decir, por ejemplo, que sean madres 
solas con hijos? En el caso de las personas que definitivamente son desalojadas, ¿consideran alguna 
opción o pasan a la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? 


SEÑOR MORODO.- Como había mencionado antes, tanto a nivel de remates como de desalojos se 
instaló una Comisión que analiza caso a caso. En efecto, se tiene en cuenta todo el entorno 
socioeconómico del núcleo familiar, básicamente sus ingresos pero también la situación social. Si ese 


núcleo familiar percibe como ingreso mensual menos de 30 unidades reajustables -hablamos de 
aproximadamente $ 7.000- y reúne otro tipo de condiciones, se lo pasa a emergencia crítica, que se 
relaciona directamente con un acuerdo entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente y el Banco Hipotecario, por el cual durante ocho meses -ahora se está estudiando la 
posibilidad de ampliarlo a un año- se le da una situación provisoria con intenciones de lograr una 
solución definitiva. 


Con respecto a la otra parte de la pregunta, ¡ojalá tuviéramos soluciones para el 100% de las situaciones! Hay 
gente que directamente no entra en la emergencia crítica porque supera el nivel o no reúne algunos de los 
otros requisitos. No es mayor cantidad de gente. Los más numerosos son los intrusos, como decía 
anteriormente. Por ahora, los intrusos no están comprendidos en la emergencia crítica, más allá de que el 
Banco tiene un sistema de regularización. Es decir, el que tenga calidad de intruso anterior al 31 de marzo de 
2005, puede regularizar su situación como promitente comprador. Ahora, si no reúne esas condiciones, por el 
momento no entraría en la emergencia crítica. Estamos estudiando una modificación con el Ministerio, según 
la cual, con determinada condiciones, el intruso que tenga una antigiiedad similar a la del Banco para 
regularizar podría entrar en la emergencia crítica. Pero, reitero: ojalá tuviéramos soluciones para el 100% de 
los deudores. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Mi pregunta tiene que ver con la preocupación que ha causado la 
modificación en cuanto al cobro de los gastos comunes en algunos complejos. Por la información que 
tengo, se ha resuelto que las Comisiones cobren los gastos comunes. El problema es que, en la práctica, 
si el Banco tiene inconvenientes para cobrarlos, ¡cuánto más una Comisión! Y no hay que olvidarse de 
los líos entre vecinos, hablando en criollo. 


¿Qué herramientas podría utilizar el Banco? Quizás podría volver a lo anterior, porque ya se han generado 
problemas serios en el cobro de los gastos comunes y del agua, por la existencia de contadores comunes. 


SEÑOR PIPERNO.- Evidentemente, el objetivo que se persigue, que está inscrito en lo que tendría que 
ser un reglamento de funcionamiento de las Comisiones administradoras, es tender a que cada 
Comisión sea autogestionada, es decir, a que los propios vecinos administren sus gastos. No obstante, 
entendemos que el paso no puede ser dado en forma abrupta, y así lo estamos negociando con aquellos 
conjuntos a los que se les dificulta la administración de los gastos comunes. A pesar de que lo hicimos 
con un adelanto de dos meses antes de que se instrumentara esta situación, entendemos que hay 
dificultades serias por parte de algunos conjuntos para armar esta administración. 


Por eso, en primer término, lo que ya está instrumentado es separar los gastos comunes de la amortización de 
la cuota. Además, se abre una cuenta paralela, para que el deudor que viene a pagar su cuota al Banco pueda 
efectuar en la misma institución, en una cuenta especial, el pago de los gastos comunes de su conjunto. Esa 
cuenta estará a disposición de la Comisión administradora para su uso. De tal forma, a los efectos reales, la 
administración la va a seguir haciendo el Banco Hipotecario. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- ¿Paga la Comisión o cada habitante del núcleo? 


SEÑOR PIPERNO.- Es lo mismo que sucede ahora, pero en lugar de pagar todo junto, que estaba 
incluido dentro del mismo recibo -gastos comunes más cuota de amortización-, se va a hacer a través 
de dos recibos distintos: uno corresponde a la amortización y el otro a gastos comunes. El que se 
recaude por gastos comunes va a una cuenta separada que estará a disposición de la Comisión 
administradora. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Yo vivo enfrente a un edificio y converso con los vecinos todos los días. 
Conozco a los que pagan y a los que no. Sé que algunos no van a pagar: unos porque tienen dificultades 
económicas y otros porque son vivos. ¿Cómo arreglamos el tema del contador de agua? Llevo la 
situación a un tema práctico. 


SEÑOR PIPERNO.- Es lo mismo que ahora. Hoy día, la Comisión administradora recibe por parte del 
Banco la cantidad de pagos que han hecho los habitantes del conjunto y con eso se maneja para el pago 


de OSE, de UTE, de limpieza de lugares comunes, etcétera. Lo que está sucediendo en los hechos es que 
el Banco Hipotecario simplemente está tratando de que las Comisiones se autoadministren, como 
sucede con cualquier edificio de propiedad horizontal hoy en día: es decir, recaudan los gastos comunes 
y los invierten, dando cuenta a los diferentes copropietarios. Como ahora se hace dificultoso que eso lo 
realice la propia Comisión, el Banco le va a hacer esa administración; es decir, lo que recaude por 
concepto de gastos comunes va a ser volcado a una cuenta que va a estar a disposición de la Comisión 
administradora. De tal forma que, en el futuro, los deudores por gastos comunes podrán ser 
identificados por las Comisiones administradoras y, eventualmente, cuando se disponga del régimen de 
propiedad horizontal, se podrán realizar las gestiones de cobro hasta en forma judicial. 


SEÑOR MORODO.- La Resolución del Banco Hipotecario que llevó a propender la autogestión de las 
Comisiones administradoras tuvo varias razones. La primera fue por un tema de madurez. Los 
complejos que hoy no están en el régimen de propiedad horizontal muy pronto lo estarán. La 
reglamentación anterior del Banco Hipotecario establecía que, una vez que los complejos pasaran a 
propiedad horizontal, desaparecían las Comisiones administradoras y empezaban a funcionar las 
asambleas de copropietarios, como en cualquier edificio. Estamos en una etapa de transición, hasta que 
un día -en muchos casos no muy lejano- tengan que regirse por la Ley N” 10.751. Ese es un primer 
aspecto a tener en cuenta. 


El segundo aspecto a considerar es que a través de este sistema, en los hechos vamos a apoyar no solo en lo 
que tiene que ver con la apertura de una cuenta para que quien vaya al Banco Hipotecario, además de la 
cuota, pague los gastos comunes, sino también con el asesoramiento necesario a efectos de conducir a los 
propietarios hacia esa etapa que van a tener que asumir cuando el complejo pase al régimen de propiedad 
horizontal. 


El otro aspecto no menor -dada la situación del Banco Hipotecario- es que a los complejos importantes en 
cuanto a cantidad de unidades desde hace muchos años se les estaba vertiendo por parte del Banco mucho 
más de lo recaudado. Se trataba de una verdadera sangría. Voy a poner un ejemplo. Si del total de los recibos 
emitidos, en un complejo se pagaba solo un 50% o un 60%, en algunos casos el Banco Hipotecario llegaba a 
verter el 85% y hasta el 100% de la diferencia entre lo efectivamente cobrado y lo emitido. Para el Banco 
Hipotecario estas sumas representaban, mes a mes y durante muchos años, muchísimos millones de pesos. 


Dada la situación actual -aunque no exclusivamente por esta razón sino también por otras-, queríamos dar 
una especie de baño de realidad, sobre todo a aquellos complejos que muy pronto van a pasar al régimen de 
propiedad horizontal y a los que el panorama les va a cambiar de modo sustancial. 


SEÑOR PÉREZ BRITO.- Quiero plantear el caso concreto de un complejo de viviendas en los barrios 
San Antonio de Maldonado, de lo que ya deben tener noticias. 


Se me ha planteado por parte de algunos vecinos el deseo de quedarse y de hacerse de la vivienda que 
estuvieron ocupando durante mucho tiempo. No me voy a poner a historiar lo que los llevó a esto, porque hay 
biblias enteras sobre eso. Se trata de personas a las que no les alcanza el nivel de ingresos como para acceder 
al préstamo. Por ejemplo, tienen un ingreso de $ 6.800 cuando el Banco Hipotecario exige $ 7.000 para 
conceder el préstamo. ¿Cómo se pueden solucionar estos casos? 


SEÑOR MORODO.- Los dos barrios San Antonio forman parte de lo que el Banco Hipotecario 
considera obras reactivadas, porque fueron iniciadas hace muchos años por promotores privados que 
las abandonaron, quedando inconclusas. A esto se sumaron las dificultades que debió enfrentar la 
sociedad uruguaya, y en particular muchas de estas personas. Actualmente, en los barrios San Antonio 
encontramos promitentes compradores, arrendatarios y ocupantes precarios, es decir, intrusos. 


Este tema, que fue considerado cuando visitamos al Intendente Municipal de Maldonado -él nos planteó esta 
inquietud desde el punto de vista social y nosotros la interpretamos-, está en la agenda de trabajo del Banco 
Hipotecario con cada una de las Intendencias. Más allá de las medidas generales y de los subsidios que 
eventualmente les podría corresponder a partir de 2006, creemos que este tema merece una atención especial. 
Por eso apostamos a trabajar en conjunto con la Intendencia Municipal de Maldonado a efectos de darle 


solución. Parece irónico que esté dentro de la cartera comercial del Banco Hipotecario, cuando la situación 
socioeconómica de la mayoría de los ocupantes de esas viviendas es muy complicada. 


Reitero que el tema va a merecer una atención especial. En ese sentido, trabajaremos en forma conjunta con 
la Intendencia Municipal de Maldonado y con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En mi departamento, San José, existe cierta inquietud en cuanto al 
relevamiento de viviendas. La inquietud parte de aquellas personas que están esperando una solución 
habitacional, particularmente de quienes estaban bajo el sistema de expresiones de interés, y no 
consiguen saber si existen viviendas disponibles en el departamento. 


SEÑOR PIPERNO.- El sistema de expresiones de interés es un convenio entre el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario, pero el que asume la 
dirección del proyecto es el Ministerio. El Banco Hipotecario está suministrando las viviendas que tiene 
disponibles en los distintos departamentos donde la Cartera entiende que se debe desarrollar este 
proyecto de expresiones de interés. 


En el caso de San José, el Banco Hipotecario no tiene las viviendas suficientes para cubrir las necesidades de 
los aspirantes. Creo que son solo cuatro o cinco las disponibles, pero a medida que vayan quedando otras 
libres se las vamos a ir arrimando al Ministerio. No sé cuál será la decisión del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en este caso, porque la otra opción que tiene es construir. Para 
ello el Banco Hipotecario está disponible, porque la opción de construir está dentro de lo que le autoriza la 
ley de fortalecimiento. 


De todos modos, el que maneja este asunto es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y no el Banco Hipotecario. 


SEÑOR MAÑANA.- En Río Negro, más concretamente en Fray Bentos, tenemos un problema con las 
sociedades civiles 1, 2, 3 y 4. El clima entre estas sociedades civiles y la Gerencia de la sucursal del 
Banco Hipotecario está enrarecido. Los Gerentes del Banco Hipotecario han querido reunirse 
conmigo, pero me ausenté del país y no pudimos concretar la entrevista. 


No sé si tienen presente el problema. Me gustaría retomar el tema porque está muy complicado y se trata de 
ochenta familias. Las sociedades civiles me están esperando para mantener una reunión. Sería muy bueno 
contar con una respuesta antes del jueves, día en que estaría retornando a mi departamento, porque me 
permitiría llevar a la reunión algo concreto. 


La problemática es el no pago por cinco años -hace cinco años que se han declarado en conflicto con el 
Banco-, y aducen incumplimiento. Todavía no han entendido exactamente cuál es la relación que tienen con 
el Banco, ya que una sociedad civil no tiene la misma relación que una cooperativa. Me parece que 
deberíamos hacer un esfuerzo para ver si podemos destrabar esa situación. 


SEÑOR PIPERNO.- Casualmente, dentro de unas horas vamos a firmar con el Intendente Municipal 
de Río Negro la venta del predio del barrio Anglo. 


SEÑOR MAÑANA.- Esa es toda una sorpresa, porque todo el mundo creía que era propiedad de la 
Intendencia y resulta que todavía no lo era. 


SEÑOR PIPERNO.- No, no lo era. Ahora vamos a liquidar ese problema y, en todo caso, podremos 
conversar con ellos, porque de hecho las sociedades civiles no son promociones del Banco; en general - 
no me refiero especificamente a las de Río Negro- son organizaciones que se hacen entre particulares 
que eligen su arquitecto, su empresa constructora y administran sus recursos y lo que hace el Banco, 
básicamente, es darles un préstamo. Entonces, muchas veces la empresa constructora desaparece, no se 
sabe dónde puede estar el arquitecto, y el único recurso que tienen es el de acudir al Banco que, en los 
hechos, lo único que hizo fue prestarles dinero. 


De todos modos, nosotros estamos abiertos a considerar ese tipo de casos, en la medida en que conozcamos 
en forma adecuada la situación especial de esas sociedades civiles. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de los integrantes del Directorio del Banco 
Hipotecario del Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


